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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ
 

Consta en autos que, el 11 de julio de 2000, la ciudadana MARÍA DE LOS ANGELES BRICEÑO GONZÁLEZ, titular de la cédula de identidad nº 9.373.957, representada por los abogados Adid Joaquin Centeno Benitez y Carlos E. Aponte G., inscritos en el Inpreabogado bajo los nºs. 8.981 y 59.916, respectivamente, interpuso ante esta Sala amparo constitucional contra la decisión dictada el 10 de marzo de 2000 por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, para lo que denunció la violación de su derecho al debido proceso, establecido en la disposición contenida en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Recibido el expediente de la causa, se dio cuenta en Sala por auto del mismo día y se designó ponente al Magistrado Moisés A. Troconis Villarreal.

Por diligencia del 8 de noviembre de 2000 los apoderados judiciales de la demandante solicitaron se fijara la oportunidad para celebrar la audiencia oral y pública. 

El 27 de diciembre de 2000 fue reconstituida la Sala. Por auto del 9 de enero de 2001 se reasignó la ponencia al Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz.

Por diligencia del 15 de febrero de 2001, el abogado Adid Joaquin Centeno Benitez solicitó, en representación de la demandante, que se fijará la oportunidad para la celebración de la audiencia oral y pública. 

 

I

DE LA PRETENSIÓN DE LA PARTE ACTORA

1. Alegaron los apoderados actores:

1.1. Que, el 15 de febrero de 1996, su representada demandó a los ciudadanos HANS HELMUT SEELINGER y SAFA DE SEELINGER, por pago de prestaciones sociales por la cantidad de DOSCIENTOS OCHENTA Y UN MIL CIENTO TREINTA Y DOS BOLÍVARES CON TREINTA Y OCHO CÉNTIMOS (Bs. 281.132,38).

1.2. Que, el 21 de mayo de 1997, fue declarada parcialmente con lugar la demanda por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, siendo condenados los demandados a pagar la suma de CINCUENTA Y SIETE MIL BOLÍVARES (Bs. 57.000,ºº) por concepto de vacaciones vencidas y prima de navidad, más la indexación correspondiente. 

1.3. Que, el 5 de noviembre de 1998, fue decretada la ejecución del citado fallo y se ordenó oficiar al Banco Central de Venezuela para que remitiera un informe con el objeto de calcular la indexación acordada.

1.4 Que, recibido el informe en cuestión, la Juez de la causa determinó el monto de la indexación en la cantidad de CIENTO UN MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE BOLÍVARES (Bs. 101.289,ºº).

1.5. Que dicho cálculo se realizó de forma incorrecta, por lo que el 18 de mayo de 1999 apelaron del auto que estableció dicho monto; apelación que fue oída en un solo efecto y, por ello, se ordenó la remisión, al Tribunal Superior, de las copias que señalaran las partes y las que a bien tuviere señalar el Tribunal.

1.6. Que, señaladas las copias correspondientes que debían ser remitidas al Juzgado Superior, el Tribunal a quo acordó expedirlas y ordenó su remisión al Juzgado Superior Distribuidor, el cual asignó el conocimiento del recurso al Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, quien el 10 de marzo de 2000 determinó que no tenía materia sobre la cual decidir por cuanto, en las copias certificadas que le fueron remitidas para decidir el recurso, no constaba la decisión objeto del mismo. 

2. Denunciaron:

2.1. La violación del derecho al debido proceso previsto en la disposición contenida en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto, a su juicio, el mencionado Juez Superior Sexto del Trabajo debió indicarle a la parte apelante dicha omisión para que procediera a subsanarla, y no decidir de la forma en que lo hizo, impidiéndole a su representada preparar y ejercer eficazmente su defensa, al no poder probar nada en su favor y al sancionarla, por una omisión de la Juez a quo, que de una manera no se encuentra prevista en la Ley.

2.2. La violación de los artículos 3, 7 y 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela relativos a los fines esenciales del Estado, a la sujeción de los órganos del Poder Público a la Constitución y al trabajo como hecho social, por cuanto en su opinión el Juez agraviante debió hacer uso de la facultad inquisitiva que le confiere el artículo 70 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, para el mejor esclarecimiento de la verdad.  

3. Pidieron:

“Por lo expuesto es por lo que intentamos la presente Acción de Amparo Constitucional contra el fallo dictado por el JUEZ SUPERIOR SEXTO DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL AREA METROPOLITANA DE CARACAS, en fecha 10 de marzo del (sic) 2000, sea declarada nula la misma, se ordene sentencia nuevamente (...)". (sic)
 

II

DE LA COMPETENCIA DE LA SALA

Visto que, con fundamento en las disposiciones previstas en los artículos 266 numeral 1, 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, la Sala se declaró competente para conocer de los amparos constitucionales que se interpongan contra las sentencias de última instancia que dicten los Juzgados Superiores de la República, salvo el caso de las que pronuncien los Juzgados Superiores de lo Contencioso Administrativo. Y visto que, en el caso de autos, el amparo fue interpuesto en contra la decisión judicial dictada por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, esta Sala se declara competente para conocer del mismo. Así se decide.

 

III

DE LAS DECISIÓN JUDICIAL OBJETO DEL AMPARO

El Juez de la decisión impugnada juzgó sobre la apelación interpuesta por la quejosa en los términos siguientes:

 

“De la relación de las actuaciones que anteceden se desprende, que no fueron remitidas copias certificadas del auto ni de la diligencia donde la parte apela, por lo que a este Juzgador le es materialmente imposible pronunciarse respecto de legalidad o ilegalidad de una decisión cuyo contenido no le consta, siendo oportuno señalar que observó el Juzgador que lo anterior fue un error del aquo (sic), ya que tal auto fue señalado para ser compulsado en la diligencia de (folio 152). (sic)

 

Omisión ésta que pudo y debió ser subsanada por la parte actora en el tiempo que estuvo la presente incidencia en esta Alzada. En virtud de lo anterior forzosamente el Juzgador declará (sic) en el dispositivo del fallo, que NO TIENE MATERIA SOBRE LA CUAL DECIDIR. ASI SE DECIDE.”  

 

 

IV

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

Observa la Sala que la demanda de amparo se interpuso contra la decisión dictada el 10 de marzo de 2000 por el Juzgado Superior Sexto en lo Civil, Mercantil y Tránsito  de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, mediante la cual resolvió no tener materia sobre la cual decidir en relación con la apelación en un solo efecto que le fuere sometida a su conocimiento.  

Tal determinación se fundamentó en que en el legajo de copias certificadas, remitidas al citado Juzgado Superior con motivo del recurso, no habían sido incluidas las correspondientes a la decisión apelada, y a la diligencia del apelante mediante la cual interpuso el recurso.

Adujo la solicitante que dicho juzgador debió advertirle que no cursaban en autos tales copias para que subsanara dicha omisión y que, tratándose de un Juez laboral, debió dictar un auto para mejor proveer en ese sentido de tal manera que, al no hacerlo y resolver no tener materia sobre la cual decidir, vulneró su derecho al debido proceso.

Sobre el particular considera la Sala que en el caso sub examine correspondía a la apelante la carga de estar atenta a que, en el legajo de copias certificadas remitidas al Juzgado Superior correspondiente, estuvieran incluidas las correspondientes a los escritos, diligencias, autos y pruebas relevantes para la decisión del recurso, por lo que cualquier deficiencia en ese sentido le era imputable a su persona. De forma tal que al no actuar la recurrente con la diligencia propia de un buen padre de familia, le es aplicable el aforismo según el cual nadie puede alegar su propia torpeza, en virtud de lo cual estima la Sala que la decisión objeto del presente amparo no es violatoria del debido proceso de la quejosa. Así se decide.

 

VI

DECISIÓN

Por las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE IN LIMINE LITIS la demanda de amparo interpuesta por la ciudadana MARÍA DE LOS ANGELES BRICEÑO GONZÁLEZ, representada por los abogados Adid Joaquin Centeno Benitez y Carlos E. Aponte G., contra la decisión dictada el 10 de marzo de 2000 por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 

 

Publíquese, regístrese y archívese el expediente.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 25  días del mes de JUNIO de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

 

El Presidente,

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA

El Vicepresidente,

 

 

    



JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

 

 

JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO             

             Magistrado

 

 

      ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA                                                                                       

                  Magistrado

 

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

Magistrado-Ponente

 

El Secretario,

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

PRRH/sn/fs.
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